Carátula 


COMISIÓN ESPECIAL PARA EL SEGUIMIENTO DE LA SITUACION CARCELARIA. 
(Sesión del día 19 de marzo de 2009) 

SEÑORA SECRETARIA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 

(Es la hora 17 y 18) 


——Hay número para sesionar y recibir los materiales pero no para resolver. De acuerdo con el artículo 
107 del Reglamento de la Asamblea General, correspondería designar Presidente y Vicepresidente. 


SEÑOR BERNINI.- Justamente, cuando vi el orden del día en el sentido de recibir el informe del señor 
Comisionado Parlamentario, entre otras cosas, percibimos lo que acaba de decir la Secretaria, que hoy 
la Comisión inicia un nuevo período parlamentario y, por tanto, tendríamos que considerar la 
designación de sus autoridades. En ese sentido, asumiendo que no tenemos el quórum necesario para 
poder votar, de todas maneras, según los acuerdos políticos cuando comenzamos la tarea de esta 
Comisión y además por interés político, como bancada, queríamos ratificar como Presidenta de esta 
Comisión a la señora Diputada Payssé. Dado que no tenemos el quórum necesario, no la vamos a 
poder votar en el momento. Pero sí claramente queríamos dejar nuestra posición en este sentido. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
(Ingresa a Sala el señor Senador Cid) 


SEÑOR BERNINI.- Me parece que ahora tenemos quórum. Por tanto, agradeciendo la buena 
disposición del señor Diputado Abdala -quien hizo uso de la palabra mientras estaba suspendida la 
toma de la versión taquigráfica- y comprendiendo que sin lugar a dudas nuestra función es 
determinante para un tema tan complejo e importante como es el seguimiento de la situación 
carcelaria, ahora que tenemos quórum voy a cambiar la propuesta: directamente, ratifico la moción de 
designar como Presidenta a la señora Diputada Payssé y, en todo caso, conversar sobre la 
Vicepresidencia tomando en cuenta las palabras del señor Diputado Abdala. 


SEÑOR MOREIRA.- Hoy no hay ningún representante de nuestro partido, pero conversaba con 
legisladores del partido de Gobierno respecto a que la Presidencia no ha cambiado desde que se 
constituyó esta Comisión como producto de una ley aprobada en este Período legislativo. No recuerdo 
que hayamos llegado a un acuerdo en tal sentido y les recordaba que hay algunas otras Comisiones 
especiales que tienen Presidentes que rotan, como es la Comisión especial de lavados de activos. No 
recuerdo haber llegado a un consenso en esta materia. Por lo tanto, si se vota, que se vote pero no voy 
a acompañar la moción, no porque tenga discrepancias con la forma en que ha ejercido la Presidencia 
la señora Diputada Payssé, sino porque simplemente creo que tendría que haber habido rotación en la 
Presidencia de la Comisión que considera un tema de esta importancia, que aunque no sea esencial 
para la vida del país, es bastante importante porque el sistema carcelario uruguayo sufre una crisis 
muy honda. 


Simplemente, quería dejar constancia de ello porque no tengo presente que hayamos llegado 
a un acuerdo político en el momento en que votamos la Presidencia del señor Senador Vaillant que 
después se fue por razones vinculadas a problemas en el partido de Gobierno y no en la oposición. 


De modo que quería dejar simplemente esa constancia. 
SEÑORA SECRETARIA.- Correspondería pasar a votar la moción. 
(Se vota) 

——-Seis en ocho: AFIRMATIVA. 


(Ocupa la Presidencia la señora Diputada Payssé) 


SEÑOR CID.- He acompañado la moción presentada por el señor Diputado Bernini en función de que 
considero que la señora Diputada Payssé ha realizado la tarea en forma muy seria, muy responsable, y 
ha dado testimonios públicos muy equilibrados, que indudablemente han ayudado a la labor del 
Comisionado Parlamentario y del Ministerio del Interior, aunque no dejo de tomar el planteo del 
senador Moreira en el sentido de que es una práctica parlamentaria habitual la rotación en la 
Presidencia de las Comisiones. En este caso tendríamos que haber considerado la posibilidad de que 
el Partido Nacional, segundo Partido del país, ejerciera la Presidencia de esta Comisión porque ha 
quedado claro el compromiso de algunos de sus integrantes -no de todos- en el análisis, en la 
discusión y en las propuestas respecto al tema cárceles, que es de real preocupación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No me voy a poner a debatir sobre este tema. Estos son acuerdos 
partidarios que se hacen al comienzo de las Legislaturas; repasémoslos y sigamos trabajando, que es 
lo que importa. 


Voy a dar lectura a una nota del señor Comisionado Parlamentario, que me fue entregada el 
10 de marzo en la noche. Dice así: "Sra. Presidenta de la Comisión Especial de Seguimiento del 
Sistema Penitenciario y de Interlocución con el Comisionado Parlamentario.-Dip. Daniela Payssé.- 
Presente.- De mi mayor consideración:.- De acuerdo a lo conversado, tengo el agrado de dirigirme a 
Ud. a fin de poner a disposición de la Comisión el informe anual actuación correspondiente al año 
2008.- Dicho informe se entrega en formato electrónico. Contiene dos volúmenes, incluyendo el propio 
informe, y anexos documentales y fotográficos. Esta Oficina carece de los medios técnicos para 
realizar la impresión de los ejemplares correspondientes, por lo que solicito su colaboración para ello.- 
Sin otro particular, saludo a Ud. muy atentamente.- Dr. Álvaro Garcé, Comisionado." 


Como era complicado llegar al jueves siguiente -el día habitual de reunión de esta Comisión 
es el último jueves de cada mes- con todo el material pronto para entregar a los integrantes de la 
Comisión, al Presidente de la Asamblea General y al Ministerio del Interior -luego de que lo recibieran 
los parlamentarios, tal como lo recibió esta Comisión-, resolvimos, en común acuerdo con el 
Comisionado Parlamentario y con el Presidente de la Asamblea General, esperar al día de hoy para 
entregar un ejemplar en formato electrónico a cada uno de ustedes, haciendo el compromiso, que fue 
respetado, de que ninguna de las partes que lo tuvieron en sus manos -la Secretaría, la Presidenta y el 
Comisionado Parlamentario- hiciera público el informe. Esto demuestra -y lo quiero resaltar- que 
cuando hay un compromiso por un tema de tanta importancia, como el que estamos abordando en esta 
instancia, se puede llegar a acuerdos y respetarlos. 


Ahora vamos a hacer entrega del material. Con el doctor Garcé acordamos que en un lapso 
breve nos explicará cómo armó el informe. No hablará de los contenidos, que los señores legisladores 
tendrán oportunidad de analizar y de debatir en la sesión correspondiente, convocando a quien se 
considere pertinente. El trabajo que se hace al andar en cuanto a mejorar el relacionamiento y las 
coordinaciones, dio sus frutos. Durante el año 2008 tuvimos los informes bimensuales que ayudaron 
muchísimo. El Comisionado Parlamentario, durante el verano, envió notas -que yo reenvié a todos 
ustedes- acerca de hechos vinculados al equipo que trabaja con él. Mantuvimos un continuo contacto y 
relacionamiento que creo fructificó y mucho, no solo con esta Presidenta y consecuentemente con 
quienes integran la Comisión, sino también con el Ministerio del Interior y otros actores involucrados 
con el quehacer de mejorar la situación de las cárceles. Los actores vinculados al plan Sembrando 
-que se está llevando a cabo en el COMCAR- estamos reuniéndonos mensualmente y estamos 
avanzando muchísimo en lo que creo es el objetivo de todos: mejorar las condiciones de reclusión de 
todas y todos los reclusos de los establecimientos carcelarios de nuestro país. | Quiero decir que 
tendremos oportunidad de recibir a la CAEC, la Comisión de Apoyo a la Educación en Cárceles y 
también al equipo que está trabajando para dar cumplimiento al recurso de amparo que oportunamente 
fuera presentado y que, de alguna forma, ha respondido muy bien en todo lo que le fuera 
encomendado a tal extremo que hoy tenemos un censo -que oportunamente lo dará a conocer ese 
ámbito- sobre la población carcelaria del COMCAR que refleja un trabajo muy serio, muy eficiente y, 
además, con un diagnóstico muy interesante para poder seguir trabajando. Por lo tanto, voy a pedir 
que a través de Secretaría se distribuya un ejemplar a cada uno de los integrantes de esta Comisión y, 
a su vez, consulto si podemos recibir al señor Comisionado Parlamentario para que participe de la 
sesión. 


El informe anual figura en dos tomos. Estoy haciendo entrega de una copia para el 
Presidente de la Asamblea General y de otra para la señora Ministra del Interior. Quiero aclarar que 
esto se pudo realizar gracias a la eficiencia de la Secretaría que se encargó de encontrar tecnología 
apropiada en alguna parte de esta Casa para que ello pudiera ser posible. También es bueno aclarar 
-y es acertada la pregunta que formuló algún señor legislador-, que el señor Comisionado 


Parlamentario me hizo entrega de un material conteniendo el informe con una calidad que a él no le 
resultaba satisfactoria porque las fotos y gráficas, al no tener buena definición, alteran el estudio y el 
análisis de la información. Tanto él como quien habla consideramos que no era bueno hacer una 
impresión fuera del Parlamento, por lo que acudimos a la colaboración de la secretaria, señora Teresa 
Paredes y del equipo que trabaja con ella, a fin de hacer por lo menos las dos copias que mencioné, 
tal como fue acordado acá. Este material tiene una calidad muy baja y lo he traído como testimonio de 
lo que Álvaro entregó oportunamente. No es una presentación adecuada. Y yo, cumpliendo con mis 
compromisos, no lo he visto antes. Además, hay CD que pido que se repartan; queda un original, que 
es el que me entregó Álvaro para que, a través de los ámbitos correspondientes, se pueda hacer llegar 
el informe en formato electrónico a todos los integrantes de la Asamblea General, que es al Cuerpo al 
que está dirigido. Hemos buscado todos los mecanismos apropiados para que llegue en el formato que 
corresponde. 


También hay un CD original a partir del que se hicieron todas estas copias y que es el que yo 
voy a dejar para que todos los integrantes del Parlamento reciban el informe en sus computadoras. Lo 
hemos hecho de la manera más ordenada y prolija posible. 


(Ingresa a Sala el señor Comisionado Parlamentario, doctor Álvaro Garcé) 


———_Damos la bienvenida al Comisionado Parlamentario, doctor Álvaro Garcé para que, ya repartido su 
informe -en formato electrónico como aclaramos oportunamente- pueda hacer brevemente una 
introducción de la recopilación que ha realizado con relación a sus actividades durante el año 2008. 
Quedamos a disposición para continuar este intercambio cuando ya estemos más impregnados de los 
contenidos del propio informe. 


SEÑOR GARCÉ.- Buenas tardes a todas y todos. En esta oportunidad voy a hacer una presentación 
muy general. Este informe es el resultado de un año de trabajo, no individual sino de una tarea en 
equipo de toda la oficina. Puedo decir que este informe ha buscado el equilibrio. Hay algún párrafo en 
el que se menciona que el objetivo es lograr un informe absolutamente honesto, que muestre todo: 
cuando hay mejoras pero también lo que falta por hacer. 


En este sentido, y yendo a la síntesis de la presentación, debo decir que el dato más 
importante que queda plasmado en este informe es el crecimiento de la población reclusa a lo largo del 
año 2008. Nosotros habíamos anticipado en una proyección que de mantenerse determinadas 
condiciones -lo anunciamos en marzo del pasado año- a esta fecha íbamos a tener encarceladas mil 
personas más de las que ya había. Lamentablemente este es un récord histórico; es una mala noticia. 
De alguna manera, se ha verificado la hipótesis de crecimiento. 


El problema que notamos es que ese crecimiento se concentra en algunos establecimientos; 
no hay una distribución uniforme de las personas que han pasado a estar recluidas sino que se 
concentra precisamente en las cárceles que ya registraban un mayor hacinamiento. En este sentido, el 
aumento se ha dado fundamentalmente en la zona metropolitana y en algunos departamentos del 
interior del país como, por ejemplo, Maldonado y Rivera. Como consecuencia de ello, el sistema 
carcelario uruguayo es más contradictorio que lo que era antes porque las cárceles, que vendrían a 
representar el núcleo duro del problema -el aspecto más difícil de cambiar-, hoy tienen mayor cantidad 
de personas. En consecuencia, hay situaciones -en cuyo mérito se declaró la emergencia humanitaria 
en 2005- que hoy se han agravado. Del mismo modo, también se verifica un progreso en algunos 
establecimientos, y me interesa destacarlo. Por ejemplo, el caso de Paysandú, donde hay una gestión 
muy interesante y entonces la distancia parece ser mayor entre los extremos. Esta es una primera 
conclusión. 


Ahora bien, ante este crecimiento sostenido urge la adopción de algunas medidas de 
respuesta en el corto plazo. Me da la impresión que dentro del sistema y dentro del Estado puede estar 
esa alternativa de un modo económicamente razonable, viable y, sobre todo, con la premura que la 
urgencia amerita. 


En el año 2002, luego de haberse producido un motín en el Penal de Libertad, fue necesario 
habilitar la cárcel de La Tablada que, por entonces, era un hogar con quince o veinte menores de edad 
en situación de reclusión; a partir de ese momento se transformó en una cárcel. Evidentemente, dentro 
del sistema, por lo menos dentro de lo que son los inmuebles del Estado, puede haber alternativas 
para paliar la situación en lo que reste de este año 


Todo parece indicar que en el año 2009 va a haber un aumento en la cantidad de 
encarcelados similar a la del año 2008. ¿Cuál es la diferencia de escenario entre el pasado 2008 y el 
año que se aproxima? El año pasado fueron habilitadas alrededor de setecientas cincuenta plazas en 
el Penal de Libertad, como resultado de una obra que se inició allá por el año 2003. Entonces, entre 
esas plazas y la inauguración del módulo 7 en el COMCAR, si bien aumentó la cantidad de personas 
encarceladas, también se incrementó la cantidad de plazas; en consecuencia, la densidad se mantuvo 
más o menos igual. El gran problema es que en este año 2009 se puede prever razonablemente un 
crecimiento similar al del año anterior y no existen disponibles a corto plazo la misma cantidad de 
plazas que en el año pasado permitieron descomprimir el sistema. Entonces, urge una respuesta. Al 
respecto propongo tres cosas, y esto figura en el informe. Se ha manejado en distintas oportunidades 
la posibilidad de que el Estado ceda algunos inmuebles. Cuáles y cuántos no es un tema que 
concierna a un funcionario del Parlamento, pero desde ya decimos que si puede darse una experiencia 
positiva como la de La Tablada en 2002 y existen esos locales en el Estado, sería bueno que las plazas 
se habilitaran allí. Quizás a bajo costo y a corto tiempo se podría estar dando una respuesta de entre 
quinientas y seiscientas plazas. 


A eso hay que agregar que en el local del CNR, ex Hospital Musto, hay aproximadamente 
unos doscientos lugares disponibles. Entonces, entre los inmuebles del Estado que en este momento 
estén siendo subutilizados o que puedan ser reciclados y transformarse en una cárcel más lo que ya 
hay dentro del sistema, estaríamos en el orden de las setecientas plazas, lo que permitiría resolver por 
lo menos por un año más el problema. 


Agrego, además, que debería darse un nuevo impulso al sistema de las chacras, de la 
reclusión abierta. En ese sentido hubo una buena experiencia en el año 2003. Las chacras fueron en 
ese momento una estrategia frente a la dificultad económica. El sistema carcelario tenía dificultades 
como las tenía todo el Estado y todo el país y, entonces, se habilitaron las chacras para que pudieran 
autofinanciar el sistema penitenciario. Entre 2005 y 2006, en el contexto de la Ley de Humanización y 
Modernización del Sistema Carcelario, se les dio nuevamente un impulso a las chacras aunque con un 
sentido algo distinto. Sería el momento de darle un tercer impulso a esa parte del sistema. Tengo la 
seguridad de que en esa parte del sistema penitenciario, en los sistemas abiertos, debe haber por lo 
menos entre cien y ciento cincuenta lugares más, y si sumamos todo, prácticamente se podría dar una 
respuesta de mil nuevos lugares antes de fin de año. Digo esto pensando en la próxima Administración 
que, sea del color o del partido que fuere, va a tener que enfrentar una situación carcelaria complicada, 
porque el próximo Gobierno va a tener, si se mantiene el escenario de crecimiento actual, cerca de 
nueve mil personas encarceladas. Recordarán las señoras legisladoras y los señores legisladores que 
este Gobierno asumió con algo así como siete mil doscientas personas en situación de cárcel. 


Evidentemente, 2009 podría aparecer como un año de transición. Si se adoptan estas 
medidas urgentes que a bajo costo y a corto plazo el Estado puede tomar, probablemente ese fuera el 
punto de partida para que la próxima Administración pueda asumir otras medidas de fondo. 


En ese sentido hay dos medidas que son absolutamente impostergables. La inversión en el 
sistema penitenciario. Todo no pasa por construir. La construcción de nuevas cárceles no es solo y por 
sí la solución, pero hay que construir. Además, hay que encarar de una buena vez el tema de la 
ubicación institucional de las cárceles, lo que sé que no es sencillo. Las cárceles llegaron a la órbita del 
Ministerio del Interior por un decreto que se suponía iba a ser algo coyuntural, pero lo provisorio se ha 
transformado en definitivo. Entonces, si no hay una adecuada inversión y una adecuada ubicación 
institucional de las cárceles, va a ser muy difícil poder encarar una reforma penitenciaria desde la base. 


Quiero referirme brevemente a cinco temas y hacer una presentación muy concreta de cada 
uno de ellos. En primer lugar, la salud; en segundo término, la educación y el trabajo, en tercer lugar, la 
alimentación; en cuarto término, el régimen disciplinario y, finalmente, la experiencia de las mesas 
representativas. 


Con respecto a la salud, como decía hace unos instantes, nuestro sistema es más 
contradictorio hoy, y las brechas son más grandes. Esto se puede apreciar concretamente en el tema 
de la salud. En 2008 se anunció por parte del Ministerio de Salud Pública de comenzar a hacerse cargo 
de la atención en el sistema carcelario. Han pasado cinco meses desde la inauguración de la nueva 
policlínica en COMCAR y su gestión está a cargo del Ministerio de Salud Pública. En estos meses se 
ha confirmado lo que suponíamos: que el ingreso del Ministerio de Salud Pública iba a permitir una 
mejora sustancial en la atención. Nosotros vemos allí, en esa policlínica, a un equipo de gente que 
tiene ganas de trabajar y una buena concepción de cómo debe atenderse la salud en un centro 
penitenciario. Sabemos que está proyectada la expansión de esa experiencia a otros puntos como 
Cabildo, y sería esencial que eso se concretara. De algún modo estamos pidiendo el apoyo para esa 


línea de trabajo que deberá ser mantenida en la próxima Administración, más allá de los colores y de 
los partidos. Y digo no solo mantenida sino proyectada, porque si en este momento la policlínica de 
COMCAR permite resolver mejor la atención del 40% de los hombres encarcelados, una experiencia 
similar en Cabildo permitiría resolver adecuadamente la salud del 90% de las mujeres privadas de 
libertad en este país. Y como sabemos que hay un cronograma que viene teniendo alguna demora es 
que pedimos el mayor apoyo para esa línea de trabajo. 


Con respecto a la educación y al trabajo, hay un dato que está consignado en el informe. Fue 
presentado un recurso de amparo que prosperó y en mérito a ese recurso, tanto la Dirección Nacional 
de Cárceles -parte demandada- como la parte actora, los delegados de COMCAR patrocinados por 
¡ELSUR, fijaron un plan al que se ha llamado "Sembrando". Este plan contempla una serie de medidas 
a ejecutarse gradualmente a lo largo de 2009, cuyo objetivo es llegar a 1.885 puestos de trabajo y 
estudio en COMCAR para fin de año. La propia sede judicial, Juzgado Letrado en lo Contencioso 
Administrativo de 2” Turno -a cargo del doctor Eguren- ordenó en la sentencia la conformación de una 
Comisión. La coordinación fue encargada a la institución Comisionado Parlamentario. Esa Comisión se 
ha reunido, y sobre eso puedo decir que hay algunos aspectos formales que se han cumplido. Se ha 
reformulado un decreto y está proyectado un censo nacional de la población encarcelada para este 
año; todo eso me parece muy bueno. Pero está aún pendiente de cumplimiento un aspecto muy 
importante de la sentencia, que ordena la provisión de entre mil y dos mil peculios. Como saben los 
señores legisladores el peculio es la remuneración ligada al salario mínimo nacional que perciben los 
internos e internas cuando están trabajando. El tema es que si esos recursos no se proveen, cuya 
definición aún está pendiente, va a ser muy difícil que el plan "Sembrando", que está bien concebido, 
pueda prosperar. Por lo tanto, en el informe también estamos pidiendo la asignación de recursos, lo 
que no es nada exagerado. Mil a dos mil peculios suponen algo así como $2:100.000 a $4:200.000, 
según la cantidad que se provea, teniendo en cuenta la cantidad de los peculios y la cifra que cada uno 
suponga. Entonces, para mejorar esto, es necesario que se provean los recursos a corto plazo. 


En lo que tiene que ver con la alimentación, salvo en algún caso como el de la Cárcel de 
Paysandú, la dieta en las cárceles sigue siendo insuficiente y deficientes desde el punto de vista de la 
calidad de la comida. Creo que esto no pasa por aumentar el gasto sino por aumentar el control en la 
ejecución del gasto, y así lo demuestra la experiencia. Cuando ustedes tengan la posibilidad a partir de 
ahora de estudiar el informe van a notar cómo las fotografías de la cocina de la Cárcel de Paysandú 
muestran abundante comida, y cómo eso se traslada a los platos de comida. En otras cárceles, los 
platos de comida son realmente impresentables. Entonces, ¿cuál es la diferencia? En un caso se gasta 
mejor, se controla, y la posibilidad de faltante se elimina por medio de la auditoría. Si esa auditoría, esa 
buena práctica -que fue idea del Director de la Cárcel de Paysandú y quien tuvo, además, la valentía 
de ponerla en práctica- se generalizara, todo el sistema penitenciario estaría mucho mejor desde el 
punto de vista de la transparencia. Hay que auditar lo que se gasta en cárceles. Lo que se gasta por 
comida, por útiles de limpieza, por todo concepto. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- ¿Cada cuánto tiempo hay que hacer la auditoría? 


SEÑOR GARCÉ.- Yo diría que hay que auditarlo permanentemente, es muy fácil de hacer, hay que 
tener la voluntad de implementarlo. En Paysandú se controla mes a mes. Es más, los delegados de los 
internos y de las internas tienen una oficina donde acceden al detalle de todo lo que se gasta en la 
cárcel, y ahí no se pierde un solo trapo de piso. Además, la comunidad tiende a confiar, y el resultado 
ha sido, por ejemplo, que se ha donado a la Cárcel de Paysandú una caldera que cuesta US$ 15.000. 
¿Por qué? Porque la comunidad confía. Y además confía en el resultado, es decir, en la calidad del 
liberado que vuelve a la sociedad, del mismo modo que desconfía cuando el liberado proviene de 
COMCAR, de Libertad o de otro establecimiento. La sociedad percibe eso. 


SEÑOR MOREIRA.- Escuchaba con atención lo que nos manifestaba el Comisionado Parlamentario. 
Podríamos, cotejando la proveeduría de comida y materia prima, pensar que dentro de las cárceles hay 
corrupción que hace que se escape la comida y no vaya a los reclusos. Que hay hurto, actividad 
delictiva por medio de la cual esos recursos se administran mal. No hay otra explicación. SEÑOR 
GARCÉ.- Hay una relación directa entre el control y la eficiencia del gasto; no hay ninguna duda. La 
calidad de la comida es mucho mejor cuando hay control. Que a partir de allí se puede inferir la falta de 
lealtad de algunos funcionarios, yo creo que sí. Y también digo que me parece una generalización 
injusta cuando se dice que todos los presos son irrecuperables. Eso no es así; es mentira. Del mismo 
modo, es una generalización injusta cuando se dice que todos los penitenciarios son desleales, porque 
hemos visto de todo. Ahora bien: no hay ninguna duda de que cuando hay un control la gestión mejora 
radicalmente. 


SEÑOR CID.- Tengo entendido que la alimentación de los reclusos es compartida con la alimentación 
de los custodios. Entonces, quisiera saber si la calidad de la comida es universalmente mala o si hay 
una diferencia entre la de los reclusos y la de los custodios. 


SEÑOR GARCÉ.- Sin duda que hay diferencias. Lo hemos visto. Hemos estado en lugares donde se 
estaba sirviendo el rancho, la comida, y hemos visto cómo en el mismo lugar hay diferencias 
sustanciales entre lo que come el personal y lo que comen las personas privadas de libertad. No 
estamos pidiendo que coma peor el personal. Lo que estamos pidiendo naturalmente -los señores 
Senadores y la Comisión lo entenderán fácilmente- es que se mejore el control en todo lo que sea 
necesario para que la igualación sea hacia arriba, y lo mismo hay que hacer con los medicamentos. 


Sin lugar a dudas, tiene que ser un aspecto a auditar con mucho cuidado, y no es imposible 
porque la práctica lo demuestra. Hay una buena práctica en este país. No estamos hablando de las 
cárceles de Canadá o de los países escandinavos; estamos hablando de la cárcel de Paysandú. Tengo 
la impresión de que hay una resistencia muy grande a implementar esto que ha sido recomendado en 
informes anteriores. Hay una resistencia y es natural que así sea, pero me parece que es un desafío. 
La transparencia del sistema es un punto clave. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Entonces, si tenemos el formato o el modelo de la cárcel de 
Paysandú, que parece ser el pivot, la experiencia piloto a expandir, las resistencias están en que 
seguramente los que pueden estar haciendo usos "non sancto" del sistema sea verían hoy o mañana 
no beneficiados. 


Voy a formular una pregunta al Comisionado Parlamentario y a los colegas de la Comisión 
para que la vayamos pensando. ¿Qué se puede hacer para expandir ese modelo? 


En definitiva, si esta Comisión estuviera de acuerdo, si el ejemplo que usted pone es 
cuantitativa y cualitativamente perfecto, útil, creo que mucho más que- empujar en torno a esa línea de 
trabajo no podríamos hacer. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está bien que se formulen preguntas, pero pediría que nos centralizáramos 
en los cinco puntos y luego las hacemos para que el informe primario que está presentando hoy el 
Comisionado Parlamentario tenga ilación, a cuenta de otra visita en la que seguramente tendrá todo el 
informe y podremos realizar un intercambio más amplio también desde nuestro conocimiento. 


SEÑOR GARCÉ.- No sería poco que desde el Parlamento se diera una señal de conformidad con esa 
experiencia y ese modelo de gestión. Hay cosas que pasan naturalmente por la Administración; hay 
cosas que la Administración resuelve. Pero no sería poco que el Parlamento tomara nota de una 
excelente experiencia; es decir, que en algún momento la Comisión o algunos de sus integrantes 
pudieran conocer la experiencia de Paysandú. A partir de allí, estoy seguro de que con un buen diálogo 
con la Administración esto se podría generalizar. 


Si bien a lo que me voy a referir ahora no es uno de los cinco puntos, creo que es el 
momento de decirlo. Yo veo en las autoridades de la Dirección Nacional de Cárceles, en el sistema 
penitenciario en general, un cambio con relación a años anteriores y esto está en el informe. Creo que 
hubo un momento en el que definitivamente fue aceptada la institución Comisionado Parlamentario. No 
me refiero a la persona de su accidental titular, sino que ha habido una disposición diferente. 


En el caso del Comando de la Dirección de Cárceles, el cambio es notorio. Me consta la 
disposición del actual Comando para dar información a esta institución. Cito un caso. Hubo una medida 
que generó mucha polémica pública: el traslado de un delegado de COMCAR hacia el Penal de 
Libertad. Yo hice un pedido de informes un miércoles de mañana y a las siete de la tarde estaba la 
respuesta acá. Había llamado por teléfono pidiendo: "Miren que esto es un tema delicado. Me parece 
que cuanto antes estuviera esa respuesta sería mejor". 


Creo que ese es un camino para progresar, independientemente de quien sea el próximo 
Comisionado Parlamentario, de quien sea el próximo Presidente y el próximo Partido de Gobierno. Hay 
líneas de trabajo que empiezan a dar algunos frutos, y el cambio parecer haberse dado en el año 2008. 


La experiencia de control sistemático del Parlamento no ha sido fácil, se los puedo asegurar. 
Poner en marcha una oficina no es simple. Que la policía, en todos sus niveles -la jerarquía lo puede 


entender rápidamente-, que los mandos medios, y sobre todo los funcionarios de menor jerarquía, 
acepten una presencia que en principio era vista como una amenaza, como los aliados de los presos y 
contrarios a la policía, no es fácil. Desmantelar ese esquema de relacionamiento ha sido muy difícil. 
Creo que esa percepción todavía subsiste, pero va perdiendo terreno. 


Por lo tanto, sería muy bueno que la posibilidad de conversar permanentemente con la 
Administración y, sobre todo, con el Parlamento, con la Comisión como tal -más allá de partidos y de 
funciones que legítimamente desempeñan la bancada de Gobierno y la bancada de oposición- diera 
sus frutos en este año, porque creo que el 2009 va a ser muy importante para el próximo período 
desde el punto de vista del sistema penitenciario. 


Quiero ser claro. Este es un año de transición, es el año bisagra. O se crean las condiciones 
para que mediante inversión y cambios institucionales haya un cambio muy profundo en el sistema 
penitenciario, o podemos estar en la antesala -no vengo acá a dramatizar- de un problema mucho más 
importante. Para que sucediera eso bastaría nada más que se continuara con el ritmo de crecimiento. 


Es decir: si el próximo Gobierno asume con nueve mil personas encarceladas y a mediados 
de ese período hay más de diez mil, vamos a tener una tasa de prisionización muy alta. Y si no se 
invierte en los locales, sin duda es fácil prever dificultades muy grandes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera conocer su opinión sobre las penas alternativas a la prisión, en el 
marco del debate del aumento de la población carcelaria, porque usted asesora y tiene potestades 
para hacerlo. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Yo agregaría: ¿cómo podrían descomprimirse? 


SEÑOR GARCÉ.- Agradezco la pregunta, porque realmente es un aspecto clave. Hasta ahora no 
había encarado el tema de la explicación. Si la población encarcelada crece, por algo es. Creo que el 
crecimiento de la población encarcelada es una suma de factores en los que hay aspectos de 
legislación, de política criminal, es decir, cómo se utiliza el poder punitivo del Estado. Concretamente, 
en nuestro sistema la cuasi única respuesta penal es el encierro. 


Creo que en los casos de delitos de menor cuantía, cuando no hay un daño, cuando hay 
delito pero no hay todavía delincuente, es evidente que hay que potenciar el uso de penas alternativas. 
Eso sin duda va a permitir descomprimir. ¿Cuánto? Se podría utilizar en una proporción del 10%, del 
15% de los casos, porque no toda la criminalidad tiene el mismo perfil. En la criminalidad blanda se 
podría utilizar sin ningún tipo de problema. Efectivamente, la Ley N* 17.726 prevé una lista de medidas 
alternativas. Me consta además -contestando la pregunta de la señora Presidenta- que hubo una 
experiencia piloto muy interesante hecha por tres Juzgados el año pasado, que se animaron a 
implementar esas penas alternativas y no les fue nada mal. 


Entonces, estamos otra vez con lo mismo de Paysandú, la auditoría, la alimentación, el gasto 
en medicamentos. Ya hay camino recorrido. Por lo tanto, lo que hay que hacer sin lugar a dudas es 
favorecer la adopción de estas medidas. Comparto la apreciación de que el marco jurídico ya existe; 
hay que aplicarlo y, sin duda, será perfectible. Tampoco tengo duda de que con lo que hay alcanza para 
que se impulse la adopción de penas alternativas. |18:18:31] SEÑOR MOREIRA.- Recuerdo que una 
vez que estuvo aquí la señora Ministra del Interior con su asesora María Noel Rodríguez nos anunció el 
envío urgente de un proyecto de medidas alternativas modificativo del actual, porque creo que el 
problema es qué los mandan a hacer qué tareas comunitarias, dónde van a trabajar. Es un problema 
práctico. y muchas veces las únicas que hacen algo en ese sentido son las Intendencias Municipales, 
que les dan trabajo comunitario. 


Sería bueno recordar a la señora Ministra que ella quedó en enviarnos un proyecto 
modificativo del que está vigente. 


SEÑOR BERNINI.- Creo que aquí hay dos problemas. Por un lado, está cómo se aplica la ley. Cuesta 
asumir que haya experiencias piloto en algunos Juzgados cuando la ley es la misma. Suena medio raro 
porque si hay una ley se supone que todos la deben aplicar por igual, pero hay un montón de factores 
que darían para discutir una reunión entera, tal como lo comentábamos con el señor legislador 
Washington Abdala. 


Por otro lado, efectivamente, la señora Ministra anunció una ampliación o modificación del 
tema de las medidas alternativas que en este momento está siendo discutido a nivel de la bancada del 
Frente Amplio en esta Cámara. Efectivamente, nuestra intención es discutir en los ámbitos 
correspondientes la posibilidad de modificar algunas cosas pero, naturalmente, lo vamos a hacer en el 
marco de la discusión parlamentaria. Creo que esas dos aclaraciones pueden ayudar. Hay una idea 
común: el tema es cómo la llevamos adelante. 


SEÑOR GARCÉ.- Creo que es el momento de plantear alguna tarea que sería muy bueno que tuviera 
un progreso en este año 2009, a pesar de la cercanía de las elecciones y demás. Hay un trabajo de 
dos Comisiones que fueron creadas por la Ley de Humanización -la Comisión de Reforma del Código 
Penal y la del Código del Proceso Penal- y me preocupa porque veo cierta demora en su trabajo. 


Las Comisiones se han reunido y han convocado a expertos. La base de una propuesta está. 
En el caso del Código Penal, el texto actual es comparable a aquella vivienda que fue ampliada hacia 
arriba y hacia los costados y uno ya no sabe dónde empieza y dónde termina. Dicho en términos más 
técnicos, se ha perdido la dosimetría del Código Penal. Entonces, en el sentido que el Parlamento lo 
crea oportuno, hay que tener un criterio racional 


En todo caso, hay que hacer uso del poder político con racionalidad, sensatez y equilibrio, y 
la verdad es que esas modificaciones parciales han desquiciado la base sustancial penal. Pero, 
además está el Código del Proceso Penal, que si uno lo mira en términos de tiempo quizás no sea tan 
viejo -es de la época de facto, de agosto de 1980; se empezó a aplicar en enero de 1981-, pero el 
problema es que conceptualmente es un proceso cuya base está en el Código Penal francés de 1810. 
Entonces, por ahí tenemos vestigios de legislación prácticamente de comienzos del Siglo XIX. Y este 
es un proceso penal anacrónico. 


Entonces, ¿cuál es el resultado? Lo que todos sabemos: cerca de dos tercios de las 
personas que están encarceladas no tienen sentencia, y continúa esa proporción. Entonces, creo que 
desde el punto de vista del trabajo parlamentario se podría hacer un aporte muy grande, tanto en la 
legislación penal sustancial como en la Reforma Procesal Penal. 


Habíamos referido hasta ahora a educación, salud, trabajo y alimentación. Quedan dos 
puntos que voy a sintetizar lo más brevemente posible. El régimen disciplinario es uno de ellos. La 
administración tiene, por disposición legal, las facultades correctivas y punitivas para mantener el orden 
en los establecimientos. Nadie discute la legitimidad del poder disciplinario. 


En ese sentido, hubo un esfuerzo por modificar las normas, por sacar las ilegalidades que 
tenía, sin duda, la base reglamentaria y, sobre todo, por tener un cuerpo homogéneo de normas. ¿Cuál 
es el gran problema acá? Que como hay 21 centros de autoridad convocados a decidir, opinar y, 
además, interpretar el Reglamento Penitenciario -son 19 Jefes de Policía, el Director Nacional de 
Cárceles y la Dirección de CNR-, es muy difícil lograr una aplicación uniforme y, por lo tanto, racional, 
del poder disciplinario. 


Entonces, por un lado está esa dificultad. Por otro, hemos visto este año que aún derogada, 
la base reglamentaria anterior subsiste en la práctica. Entonces, en el texto se corrigieron las 
ilegalidades, pero muchas veces la práctica es absolutamente ¡legal y nos genera dificultades; es uno 
de los puntos más complicados. 


Por ejemplo, por dirigirse incorrectamente a un funcionario, puede recibir una sanción de diez 
o veinte días pero, a veces, el dirigirse incorrectamente es reclamar la atención médica. Entonces, a 
partir de ahí empieza la rebeldía del interno, que dice que no firma la sanción. Entonces, como no la 
firma, recibe otra sanción más. Y así sucesivamente, y se arman unos cúmulos que a veces son 
tremendos: pasan los ciento cincuenta días de sanciones. 


Me parece que también habría que trabajar mucho en el empleo del poder disciplinario. Me 
consta que el Comando de la Dirección Nacional de Cárceles ha intentado hacer un acercamiento con 
las Jefaturas para lograr algo más o menos uniforme, pero en la práctica eso es dificilísimo. Entonces, 
a pesar del esfuerzo -que me consta que se hizo en este plano- hay mucho para hacer en la cuestión 
diaria de las sanciones. 


Hay un aspecto vinculado a esto que me preocupa mucho, que está en el informe. En algún 
establecimiento, concretamente en Libertad y, a veces, en el COMCAR, se ha utilizado la sanción o el 


encierro colectivo o la suspensión de determinado beneficio como una forma de sanción. Entonces, el 
encierro pasa a ser la norma y esto es absolutamente inconciliable con las normas internacionales. El 
criterio del encierro no puede ser la base para la gestión de un establecimiento; ni siquiera de uno de 
máxima seguridad. ¿Por qué? Porque va generando una especie de olla a presión. 


En Libertad había un problema muy serio de violencia -lo planteamos así en el informe 
anterior-, que disminuyó, pero ¿cuál fue la razón o el mecanismo que permitió disminuirla? El encierro. 
Es un equilibrio bastante complicado, porque cuando a las personas se las mantiene encerradas 
veintitrés horas por día durante mucho, mucho tiempo, los niveles de violencia tienden a potenciarse. 
Entonces, al final el problema se reproduce. El Comando dice que no les puede dar patio porque se 
matarían enseguida. Hay allí un círculo muy complicado. 


Cuando hay mucho encierro, sucede lo mismo en esos establecimientos con la relación entre 
internos y personal. Hay algunos lugares en los que la relación es completamente sana, no conflictiva, 
por ejemplo, en cárceles del interior. Y hay otros lugares, como por ejemplo Libertad, que cuando uno 
está llegando, a una cuadra ya se da cuenta de cómo está la temperatura por los gritos. Y cuando 
preguntás que sucede, por qué está tan complicado, puede haber sucedido que haya habido encierro 
la semana anterior; te das cuenta enseguida por lo rápido que sube la temperatura. 


Con relación a este tema del poder disciplinario, creo que hay que trabajar mucho más. A 
pesar de la unificación de las normas, hay que trabajar en la práctica. 


SEÑOR MOREIRA.- El señor Comisionado hablaba de una aplicación quizás desmedida del poder 
disciplinario por parte de las autoridades. 


Recuerdo alguna visita que hicimos al COMCAR, y la sensación que tuve fue de todo lo 
contrario. Me dio la sensación de ser una cárcel abierta, donde lo que hay poco es poder disciplinario; 
más bien hay un autogobierno de los presos. Es una especie de cárcel abierta donde pasan cosas y 
creo que revelador de eso es lo que escuchamos todos los días. Dicen que las cárceles -por lo menos 
las grandes- están saturadas de bocas de venta de pasta base y de armas. Cortes caseros ha habido 
siempre, pero ahora han aparecido hasta armas de fuego. ¿No hay por lo menos un debilitamiento de 
la autoridad carcelaria? La sensación que tuve fue de que mandaban los presos, no los guardias, por lo 
menos adentro, hasta el patio. De las rejas para afuera, sí mandan los guardias, pero ahí adentro me 
da la sensación de que hay un cogobierno de los reclusos. 


SEÑOR GARCÉ.- Es interesante el tema. Recuerdo esa visita; fue en mayo de 2007, y esa sensación 
se pudo apreciar, sobre todo, en los módulos 3, 4 y 5 del COMCAR. 


Cuando hablaba del encierro en general, estaba pensando en el Penal de Libertad y más 
específicamente en el celdario metálico, lo que se conoce como "las latas". En "las latas" es donde se 
verifica más fuertemente que en ningún otro lado la práctica del encierro. 


Es verdad lo que dice el señor legislador con respecto al COMCAR en el sentido de que en 
algunos módulos la relación extremadamente despareja entre guardias e internos hace que en la 
práctica se tranque la reja y de la reja para allá el control puede ser más fuerte o más débil según el 
módulo; hay realidades distintas. Tengamos presente que por lo menos los módulos 3 y 4 están casi 
destruidos por dentro, entonces es muy fácil pasar de una punta a la otra por los boquetes de las 
celdas. Por lo tanto, está el corredor previsto en la arquitectura y los corredores internos. Entonces, es 
muy difícil mantener allí el control. Pero a pesar de eso, en el COMCAR existe una zona de aislamiento 
en el módulo 2, y cuando hay una infracción comprobada, pueden coexistir las dos cosas, es decir, que 
por un lado estén sueltos los internos en determinadas horas en la planchada, en el patio interno, pero 
cuando se detecta una determina conducta, se la investiga, se la sanciona, y el interno pasa al módulo 
2, donde hay encierro. O sea que la práctica del encierro, en algunos casos de un modo prolongado, 
también puede ocurrir en el módulo 2. Es decir que ambas situaciones pueden coexistir; al menos eso 
es lo que hemos visto en la práctica. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Y la droga? 


SEÑOR GARCÉ.- Con respecto a la droga, hay un pasaje que figura en el informe donde afirmo -y me 
hago cargo de lo que digo ante esta Comisión- que la tenacidad de los controles a la visita hace 
suponer que la mayor parte del ingreso de drogas o de otro tipo de bienes como los celulares, las 


tarjetas para el celular y, eventualmente, las armas, probablemente no ingresen por la visita familiar y, 
tal vez, sea el resultado de la falta de lealtad de algunos funcionarios. 


Desde luego que puede haber incautación a algún familiar, pero estamos hablando de 
cantidades de droga grandes. Mantengo la percepción sobre el consumo muy elevado de drogas, 
sobre todo en aquellos establecimientos donde hay mayor encierro y mayor ocio. Por eso es que hace 
un rato insistí en el tema de la mayor transparencia del sistema. 


En ocasión del primer informe -como recordará la señora Presidenta y la Comisión- una de 
las cosas que pedimos -mantenemos ese criterio- fue que al funcionario penitenciario que trabaja doce, 
catorce o quince horas en condiciones bastante difíciles, se le pudiera compensar económicamente. 
Dado que no es lo mismo la tarea en una Seccional -no minimizamos la tarea en la Comisaría o en la 
Seccional- que estar en el módulo 5 del COMCAR o en cualquiera de los sectores del Penal de 
Libertad, entonces pedimos que pueda haber una compensación. Desde luego que eso solo no va a 
eliminar la corrupción, pero si el sistema gana en transparencia y si se incrementan las remuneraciones 
de los funcionarios, sería mejor. Desde luego que esta no es una recomendación para lo que resta de 
este Período, pero hay que tenerla en cuenta aún sabiendo que se aumentó la cantidad de efectivos y 
que ha habido un incremento, como tuvieron todos los funcionarios policiales. Reitero que tiene que 
haber algo especial para los funcionarios penitenciarios, porque la tarea penitenciaria es muy distinta y 
me parece que bastante más complicada que la del resto del sistema policial. Soy consciente de que 
esto no apunta a desmerecer el resto de la tarea policial pero, evidentemente, si se adoptara ese tipo 
de medidas se podría mejorar en el combate a la corrupción. 


SEÑOR BERNINI.- ¿Hay algún lugar en este país donde se brinde formación específica para personal 
penitenciario como existe en otras partes del mundo? Es uno de los grandes temas que tenemos. 


SEÑOR GARCÉ.- Con respecto a la formación del personal, la escuela existe pero no deja de ser una 
capacitación mínima, y en la práctica - ustedes lo saben- muchos de los guardias que vienen a trabajar, 
sobre todo al Penal de Libertad, es gente de la frontera que viene como la penúltima o la última 
alternativa al desempleo, y la verdad es que muchas veces se enfrenta a internos que tienen muchos 
años en el sistema, que lo conocen muy bien y que tienen muchas experiencia frente a un guardia que 
aparece como muy nuevo. 


La corrupción existe en la sociedad y en el Estado y creo que en el sistema penitenciario, por 
ser una de las zonas generalmente más reacias al control y, por ende, más oscuras, es evidente que 
pueden proliferar ese tipo de situaciones. 


Como saben, hace pocos días hubo un procesamiento de un funcionario de jerarquía alta en 
el COMCAR: un comisario. Creo que es una buena señal, pero desde luego que el tema no se agota 
allí. Es una señal de firmeza y, como tal, corresponde recibirla bien, pero hay que trabajar en este 
aspecto e ir mucho más allá. 


Finalmente, vamos a ingresar al quinto punto referido a las Mesas Representativas. En su 
momento dijimos que acá de lo que se trata es, nada más y nada menos, que cambiar la cultura del 
grito o del corte por la cultura democrática. Esta experiencia de las mesas ha funcionado de un modo 
desigual, muy desparejo porque en algunos establecimientos el comando ha sido receptivo y las mesas 
tienen un local, trabajan muy bien, se comunican con el exterior -como el caso de Paysandú y otros 
lugares-, y en otros sitios ha sido muy difícil; los delegados han denunciado que de modo indirecto se 
los ha hostilizado. Sabemos que si no ha sido sencillo ir instalando en la mirada sistemática del 
Parlamento, más difícil iba a ser que se pudiera instalar un nuevo actor dentro de la cárcel. Es evidente 
que eso iba a generar una cierta molestia porque es un cambio muy profundo, pero los resultados 
vienen siendo interesantes y creo que esta es una buena práctica que tiene que ser consolidada en el 
futuro. 


Señora Presidenta: la conclusión general en cierta forma ya fue adelantada, pero quiero 
insistir sobre la importancia que tiene el año 2009 en el futuro próximo si en este año se adoptan 
medidas de urgencia que puedan descomprimir la situación. Si el próximo Gobierno asume con un 
panorama un poco más saneado desde ese punto de vista, muy a pesar del aumento probable y 
previsible de la cantidad de encarcelados, creo que el país todo, el Estado -por eso hablo de Estado y 
no de Gobierno- tendrá mejores posibilidades de encarar una política pública para el sistema 
penitenciario. Los dos aspectos, no los únicos, pero los aspectos centrales de esa política pública 
deberían ser la inversión y la reubicación institucional del sistema penitenciario. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos al señor Comisionado Parlamentario haber hecho este avance 
de su informe y, seguramente, lo estaremos invitando a participar en una próxima reunión cuando 
hayamos podido leer todo su informe. Aunque quiero resaltar -porque fue una buena práctica- que este 
informe recopila todos los bimensuales que recibimos durante el año 2008 y eso ayuda muchísimo a 
los parlamentarios y a las parlamentarias a acercanos a lo que es la realidad carcelaria pero también a 
la visión que tiene el Comisionado Parlamentario de estos temas. 


SEÑOR GARCÉ.- Agradezco el reconocimiento a ese trabajo periódico de los informes bimestrales, 
que se va a mantener. Este año vamos a continuar con la pauta de informes bimestrales de rutina e 
informes especiales cada vez que la situación lo requiera. En ese sentido, siendo un tema ajeno a esta 
convocatoria, voy a decir unas palabras sobre una investigación especial que está en marcha y que va 
a culminar la semana que viene acerca de lo que ha ocurrido con tres internos de la Cárcel de 
Canelones que sufrieron quemaduras, en un caso de suma gravedad. 


Me hago cargo de lo que digo en el sentido de que tengo la convicción de que el fuego se 
inició en el exterior de la celda. Mañana voy a estar dando noticia; no es una denuncia, sino que voy a 
estar dando traslado a la Justicia de las conclusiones preliminares, porque la investigación no está 
terminada, y no puede estar terminada mientras no se cumplan todos los aspectos que pide la ley del 
Comisionado Parlamentario, es decir, entre otras cosas, la respuesta al pedido de informes del 
Ministerio del Interior, que está en plazo. Pero aún así me parece importante decirlo porque he 
manifestado de la Cárcel de Canelones que hay un Director que está trabajando muchísimo, pero 
tengo la percepción de que está muy solo. Entonces, este es un tema delicado por la entidad y la 
naturaleza del hecho y, dada esa entidad, vamos a estar comunicando a la Justicia y la semana que 
viene vamos a dejar en manos de la señora Presidenta el informe correspondiente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias. 
(Se retira de Sala el señor Comisionado Parlamentario, doctor Álvaro Garcé) 


SEÑOR PENADÉS.- Como en la última visita de la señora Ministra del Interior ella solicitó que el 
informe del Comisionado Parlamentario fuera remitido oficialmente a su Cartera, planteo que se envíe 
al Ministerio dicha información. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señor Legislador: usted llegó cuando la sesión ya había comenzado. Acá 
tenemos un ejemplar para enviar a la señora Ministra del Interior y hay otro para el señor Presidente de 
la Asamblea General quien, en circunstancias anteriores, convino en que le fuera entregado el informe 
a través de esta Comisión. Ya están en formato tangible. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- La Comisión tendrá que evaluar el tiempo y la forma, pero me 
da la impresión de que lo que voy a proponer no se dilate mucho. 


Como el informe ahora es público y se trasladará a las autoridades del Parlamento y a la 
señora Ministra, empieza el inevitable debate. Me parece bueno que en algún momento la señora 
Ministra viniera a esta Comisión para analizar este informe. Digo esto porque el doctor Garcé ha 
planteado dos o tres líneas de trabajo bastante interesantes, algunas con plano de pragmática rápida y 
otras más complejas. Una vez que la señora Ministra bucee a través del informe, sería bueno que 
viniera y que nos diera su parecer. 


Por otra parte, quiero plantear algo importante porque quedó sutilmente insinuado -aquí los 
abogados estamos en un lío pero me parece que no hay contencioso real-, en el sentido de que yo 
querría que tuviésemos una reunión con la Suprema Corte de Justicia. Planteo esto porque no puede 
ser que haya tres o cuatro Juzgados que están actuando al ritmo de la ley de medidas alternativas y 
otros que no se han dado por enterados. Luego veremos si se hace a través de una reunión formal o 
extraoficialmente; me da exactamente lo mismo. Nunca desmerezco la tarea de los taquígrafos; al 
contrario, la enaltezco, pero si tenemos que ir a tomar un café a la Suprema Corte de Justicia para 
hacer un "rendezvous", encantado. 


De todos modos, creo que esto debería hacerse en los próximos días porque la campaña 
electoral se nos viene encima. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me resultó muy interesante una opinión que dio un Juez que no recuerdo su 
nombre -quizás la señora Presidenta pueda decirme quién es-, cuando concurrió a la coordinación 
establecida por la Cancillería entre distintos ámbitos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se trata del Juez Cardenal. 


SEÑORA PERCOVICH..- Él tiene una visión distinta sobre cómo se contabilizan los reclusos que están 
sin sentencia, con una visión que discutió con otros abogados en cuanto a qué significa no tener 
sentencia o tenerla. Este Juez lo establecía de acuerdo con las etapas del proceso. Por lo tanto, me 
parece bien interesante lo que propone el señor Legislador Washington Abdala para confrontar estas 
visiones, porque ellos llevan una estadística que es distinta a la que maneja el Ministerio del Interior. 


El Juez Cardenal describía una serie de cosas que yo que no soy abogada, soy 
absolutamente incapaz de repetir, pero sería interesante que se pudiera expresar acá porque hay 
varios abogados. Habría que saber por qué tenemos esas diferencias, sobre todo en las estadísticas 
que señalaba el Comisionado Parlamentario. 


SEÑOR MOREIRA.- Me parece que no hay dudas sobre quién es procesado y quién es condenado. 
En materia penal, si hay una sentencia, el individuo es condenado. Yo tengo las cifras del INACRI, que 
dan cuenta de que hay alrededor de un 64% y pico de procesados y un 35% y pico de condenados. 
Hay una gran desproporción porque los procesos penales son excesivamente largos y lentos, y 
siempre se ha dicho que eso contribuye al nerviosismo de los reclusos porque no saben en qué 
condición se encuentran y cuál va a ser la extensión de su pena, sobre todo cuando tienen delitos con 
penas bastante largas. Creo que estamos hablando de dos tercios contra un tercio. 


SEÑOR BERNINI.- Quiero acompañar lo planteado por el señor Diputado Washington Abdala en los 
dos sentidos. Creo que todos deberíamos tener la capacidad de poder introducirnos en el tema. 


Naturalmente, deberemos convocar otra vez al Comisionado Parlamentario para tratar de 
sacarnos todas las dudas, debatir esta cuestión, etcétera. Luego vendrá la etapa de convocatoria del 
Ministerio, con los correspondientes asesores. 


Respecto al planteo de la Suprema Corte de Justicia -no recuerdo si fue a través de esta 
Comisión o en la de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración-, recuerdo que ya 
tuvimos un encuentro con sus autoridades. A mí me llamó la atención -y lo dije en mi intervención- 
cuando él habló de qué bien que andaba la aplicación de las medidas alternativas en tres Juzgados, 
con una experiencia piloto; eso me sonó raro y no soy abogado. Además, una cosa es la de los dos 
tercios y la forma de medir eso y otra muy diferente es la aplicación de la ley. Si bien sé que los Jueces 
tienen independencia de criterio -que es la base del Poder Judicial-, a cada uno de nosotros nos 
habrán contado sobre situaciones que son difíciles de creer; cada uno a su nivel. 


Por lo tanto, sobre las experiencias piloto referidas a la aplicación de una ley vigente hace 
bastante tiempo, creo que solo eso ameritaría tener un encuentro con la Suprema Corte de Justicia. 
Insisto: no soy abogado, pero me da la sensación de que habría bastante para conversar entre dos 
Poderes del Estado que deben tener una relación y que deben tratar de colaborar en una situación tan 
delicada como esta. 


Por consiguiente, acompaño la propuesta del señor Diputado Washington Abdala. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Por suerte, no hay Susana Giménez en el Uruguay porque si 
hubiera, en qué lío estábamos. 


Ahora me convenzo más de que tenemos que ir por el camino de la informalidad a esta 
reunión. Si queremos bucear por detrás de lo que efectivamente está sucediendo -reitero que esto no 
es contra los taquígrafos ni contra la forma del Parlamento-, creo que lo mejor sería ir a tomar un café a 
la Suprema Corte de Justicia o acá, pero en un lugar donde podamos hablar sobre el tema 
tranquilamente y a calzón quitado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de levantar la sesión, debo decir que nos salteamos un trámite 
rutinario que es fijar el día y la hora de las sesiones. Ya estamos acostumbrados a sesionar durante los 
últimos jueves de cada mes, aunque esta vez la adelantamos por causas obvias. Si esto queda en 


manos de la Presidencia y la Secretaría de la Comisión -para que no haya un lapso tan largo entre la 
entrega del informe y la próxima sesión; también debemos coordinar la reunión informal-, estaríamos 


en condiciones de levantar la sesión. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 28) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


